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    Dedicatoria




    Al Bloque Constitucional de Venezuela por sus meritorias actuaciones e iniciativas por la reinstalación de la institucionalidad y el Estado de Derecho.




    Al Foro Penal Venezolano por su invaluable y extensa defensa de los derechos humanos en Venezuela.


  




  

    A manera de introducción




    Para un abogado por formación y convicción, de vocación democrática y amante de la libertad, es imposible permanecer impasible acerca de los acontecimientos sucedidos en Venezuela y, particularmente en los años transcurridos del s. XXI, por lo que accedí a formar parte de la Asociación Integral de Políticas Públicas (AIPOP), una organización no gubernamental que, como su nombre indica, se circunscribe a materias relacionadas con políticas públicas, es decir, con las acciones de gobierno de interés público que surgen de decisiones sustentadas en un proceso de diagnóstico y análisis de factibilidad, para la atención efectiva de problemas públicos específicos, en donde participa la ciudadanía en la definición de problemas y soluciones, como las define Julio Franco Corzo.(1)




    Durante ese tiempo, y gracias a Ramón Eduardo Tello Arraiz, su Presidente, y demás integrantes de la Junta Directiva de la institución, he colaborado con el Boletín Informativo aportando publicaciones periódicas relativas a temas que tienen relevancia y, por ello, atraen la atención de los lectores acerca del derecho, el sistema judicial y la política, tratando siempre de mantener el respeto hacia su línea editorial, especialmente cuando Venezuela, sumida en profunda crisis, requiere con urgencia el diseño de una normativa general destinada a la solución de los problemas reales que afectan a la sociedad, reinstaurar la democracia y el estado de derecho y reconstruir las instituciones, además de rescatar los valores y principios morales de sus ciudadanos; y para ello, he considerado necesario compilar en un volumen los distintos artículos publicados en el citado Boletín, así como otros artículos de mi autoría recogidos en http://aipop.org/web/.




    En «Difundamos el derecho», un artículo de prensa que publicara mi padre José Gabriel Sarmiento Núñez(2) en 1958, al regresar desde su exilio madrileño a la Venezuela democrática nacida a partir del 23 de enero de ese año, decía que era indispensable hacer llegar el derecho al pueblo de manera clara y diáfana para que éste, como colectividad, estuviera consciente de sus derechos y, por consiguiente, de cómo ejercerlos y reclamarlos; y tenía él razón porque conocer el derecho y saber ejercitarlo, constituye un freno al poder arbitrario y dictatorial para defender la libertad cuando se tiene, o para lograrla cuando ha sido conculcada, porque como dice el gran Manco de Lepanto, a través de la boca de su inmortal Don Quijote,




    La libertad, Sancho, es uno de los más preciosos dones que a los hombres dieron los cielos; con ella no pueden igualarse los tesoros que encierran la tierra y el mar: por la libertad, así como por la honra, se puede y debe aventurar la vida.




    Dentro de ese orden de ideas, hace casi cuatro años, escribí en Una reflexión entre reflexiones.(3)




    (…) que, con el apoyo de todos aquellos comprometidos con la democracia se pueden dar lecciones, como lo hacen innumerables personas que dejan expresar sus pensamientos no solamente desde el punto de vista político, sino desde otras ciencias como las económicas o el derecho, en importantes medios informativos, o en libros y revistas.




    ¿Pero, será ese esfuerzo suficiente para divulgar el derecho y hacerlo conocer por todos? ¿O será necesario iniciar una campaña de divulgación masiva de los derechos?




    Solamente aquel que conoce los derechos de la personalidad, el respeto del derecho ajeno, la familia, sus bienes, que sabe lo que es el valor del trabajo, el ascenso por méritos, etcétera, podrá defender sus derechos y rechazar a los impostores aunque éstos se cubran con la piel del cordero y usen manso lenguaje, mientras reparten baratijas para conquistar voluntades.




    Enseñar al que no sabe, la primera obra de misericordia espiritual, ha de poner el acento en la vinculación entre la educación y el amor. Enseñar no se reduce a aportar conocimientos, se refiere a hacer que el otro saque lo mejor que lleva dentro y fructifique abriéndose a nuevos aprendizajes, como los contenidos que se exponen en esta compilación cronológica que abarca el período comprendido entre febrero de 2018 y diciembre de 2013, que contienen expresiones inspiradas en el concepto de libertad ante la destrucción del Estado de Derecho, una repulsa a los actos arbitrarios emanados de una autoridad ilegítima y dictatorial porque, como dijera Aristóteles en la Grecia antigua, cuna de la democracia,




    Todo acto forzoso se vuelve desagradable.




    Madrid, 2018


  




  

    Notas Introducción




    1. Véase Julio Franco Corzo. ¿Qué son las políticas públicas? En:




    https://www.iexe.edu.mx/blog/que-son-las-politicas-publicas.html




    2. Véase José Gabriel Sarmiento Núñez. «Difundamos el Derecho». En Temas Jurídicos. Editada por la Fiscalía General de la República, Caracas, 1972. Véase: Carlos J. Sarmiento Sosa. Difundamos el Derecho. Disponible en http://www.carlosjsarmientososa.com/difundamos-el-derecho/




    3. Véase Carlos J. Sarmiento Sosa. «Una reflexión entre reflexiones». En Reflexiones 2012-2014.
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    La transparencia en los procesos electorales




    Con motivo de unas anunciadas elecciones presidenciales en Venezuela, se ha debatido si, en efecto, deberían los votantes acudir a ejercer el voto o si, por el contrario, rechazar tal convocatoria por distintas razones, entre ellas la falta de transparencia. Ciertos países, entre ellos los Estados Unidos, Canadá, la Unión Europea, Colombia, e instituciones como el Bloque Constitucional de Venezuela,(i) la Conferencia Episcopal de Venezuela,(ii) y personajes como el Secretario General de la Organización de Estados Americanos (OEA) han expresado públicamente su desacuerdo con que se lleven a efecto elecciones en Venezuela por distintas razones que hacen desconfiar de la transparencia del proceso electoral en ese país.




    Para centrar el tema, me referiré al principio de transparencia(iii) que, viene a ser un factor esencial, para obtener unas elecciones confiables que garanticen el reconocimiento de la voluntad del pueblo, exige la observación de los principios contenidos en la Constitución en todo el proceso electoral. En este sentido, y a los fines de lograr la legitimidad de las partes, es importante que se declare el compromiso de cumplir y hacer cumplir en todo el proceso no solo los principios, sino también las recomendaciones específicas emanadas de los organismos especializados nacional e internacionalmente.(iv)




    Esto significa que la transparencia en un proceso electoral claro, evidente, sin duda ni ambigüedad, es la garantía de un resultado incuestionable que legitima al ganador y a la institución electoral que lo haya presidido, al igual que a los partidos o formaciones políticas que en él hayan participado.




    Ahora bien, el órgano que lo convoque tiene que contar con el sustento constitucional, o sea, que quien asume la responsabilidad del llamado a elecciones se encuentre dentro de los órganos del Estado y, además, tenga las facultades que la constitución o las leyes le hayan adjudicado. Si una convocatoria es hecha por un órgano que es inconstitucional, sus actos son nulos de nulidad absoluta y no surten efectos jurídicos.




    Pero, además, el órgano electoral tiene que ser imparcial―o equilibrado, según algunos― sin ataduras o vínculos con los contrincantes, ni con las organizaciones que les apoyen. De allí que las legislaciones de ciertos países exijan determinados requisitos de independencia e imparcialidad. De esta forma, podrá el órgano electoral vigilar la actuación de los participantes y, además, frenar la tendencia generalizada de quien detenta el poder y desea reelegirse ―o de un candidato avasallante― influenciando a los electores, o coaccionándolos cuando son funcionarios públicos, y hasta detener el odioso ventajismo, como el abuso de la propaganda oficialista con recursos del Estado, un fraude generalizado. Pero, si el órgano electoral está integrado por mujiquitas(v) al servicio de alguna parcialidad, nunca habrá transparencia porque sus decisiones no serán imparciales sino que responderán a la mano que les da de comer; una conducta por la cual, a través del engaño, la manipulación, la falsificación, la distorsión, el despojo, la elusión, la obstrucción o la violencia, ejercido en cualquier fase del proceso electoral, se busca impedir la celebración de elecciones periódicas, libres y equitativas, o bien afectar el carácter universal, igual, libre y secreto del voto ciudadano.(vi)




    Otra característica de la transparencia electoral es la atinente al Registro Civil y Electoral, lo que se conoce coloquialmente como padrón electoral, el cual debe identificar con exactitud quiénes son los ciudadanos que tienen el derecho y el deber de ejercer de votar por el candidato de su preferencia. Si ese registro está plagado de inexactitudes, o contiene electores fallecidos, o repetidos, o falsamente ha inscrito como votantes a quienes no lo son, o mediante triquiñuelas se impide que los votantes domiciliados en el extranjero puedan hacerlo, se trata de un registro no confiable y, por tanto, es inadmisible para cumplir las funciones registrales.




    El acceso fácil y libre a los centros de votación es otro elemento que forma parte de la transparencia. Los votantes tienen que acudir sin peligros y sin amenazas de colectivos o grupos armados o de presión en los alrededores, y respetarse el derecho del ciudadano en el lugar que haya escogido para votar, sin cambios arbitrarios por parte del órgano electoral, como elgerrymandering.(vii) Si los votantes son acosados, o los centros de votación ubicados en zonas remotas o peligrosas, no puede hablarse de transparencia, ni cuando se ejerce la coacción al elector, se obstruye por la fuerza a los votantes, se afecta el secreto del sufragio o se intenta destruir las cédulas de votación o se intenta modificar el resultado escrutado o se busca alterar el resultado en el acta electoral. En esta conducta, pueden estar involucrados los testigos electorales, miembros de mesa o jurados electorales, quienes pueden aprovecharse de la eventual ignorancia del elector (de preferencia en zonas rurales y entre electores indígenas), bien marcándole la tarjeta electoral a favor de un candidato, o bien insinuándole el sentido de su voto.(viii)




    En líneas generales, ha quedado esbozado el principio de transparencia. Hay otros elementos particulares que pueden atentar contra ese principio, como en Venezuela, donde los militares controlan el proceso electoral a través del llamado «Plan República», implementado en las elecciones que se celebraron en 1963, durante el mandato constitucional de Rómulo Betancourt cuando, ante las amenazas de la guerrilla castro comunista de sabotear el proceso electoral, el gobierno confirió a las fuerzas armadas la custodia de los centros de votación para salvaguardar la democracia y evitar que los violentos enchufados de la Habana cumplieran su criminal objetivo;(ix) pero así como todo país requiere de la independencia de Poderes, esa tutela militar debe ser igualmente imparcial y objetiva, con autoridad suficiente para salvaguardar la democracia y sus instituciones; pero no al servicio de una parcialidad política, o interfiriendo indebidamente en el libre desarrollo del proceso electoral, porque, de hacerlo, habría una infracción del principio de transparencia.




    En conclusión, si en un proceso electoral no se dan los principios de la transparencia, la duda sobre participar mediante el ejercicio del voto subsistirá aun cuando, por razones de estricta índole política, gobierno y sectores opositores decidan hacerlo y posteriormente acepten los resultados, pero, de ser así, la falta de transparencia en el proceso electoral dejará sembrado de dudas el resultado de las urnas y, por tanto, la legitimidad del candidato ganador. 




    Disponible: 


    http://aipop.org/web/la-transparencia-en-los-procesos-electorales/


  




  

    Bibliografía - La transparencia en los procesos electorales




    [i] Véase comunicado del Bloque Constitucional de Venezuela, conjuntamente con la Federación de Colegios de Abogados de Venezuela, Presidentes de Colegios de Abogados y académicos y profesores.




    Disponible en:


    http://www.el-nacional.com/noticias/politica/bloque-constitucional-rechazo-convocatoria-anc-elecciones_220871




    [ii] Véase comunicado de la Conferencia Episcopal de Venezuela.




    Disponible en:


    http://www.cev.org.ve/index.php/noticias




    [iii] Véase Carlos J. Sarmiento Sosa. «Transparencia y tramparencia en los procesos electorales». En Reflexiones de un escribidor febrero 2018.




    Disponible en:


    www.carlosjsarmientososa.com




    [iv] Véase Aida Lamus. Las elecciones transparentes punto esencial en recuperación del estado de derecho. Consultado en original distribuido por la autora. 




    aidalamus@yahoo.com




    [v] Los «mujiquitas» fueron representados gráficamente por don Rómulo Gallegos en «Doña Bárbara», cuando el célebre escritor captó el papel que cumplían en la sociedad venezolana, describiéndolos como aquellos que manejaban las leyes y entendían la necesidad de aplicarlas, pero todas sus energías se centraban en darle matiz legal a las decisiones de Ño Pernalete ―el personaje que en la novela le correspondía administrar justicia― y maquillar todos los atropellos de éste con frases edulcoradas con el falso sabor de la equidad. Véase Carlos J. Sarmiento Sosa. El desempeño del sistema judicial venezolano en el marco histórico 1810-2010,




    Amazon:


    https://www.amazon.es





    Barnes&Noble: https://www.barnesandnoble.com




    Disponible en: Carlos J. Sarmiento Sosa. De «Mujiquitas» y «Enchufados». En:




    www.carlosjsarmientososa.com.




    Carlos J. Sarmiento Sosa. La disolución de las instituciones. AIPOP. En:


    http://aipop.org/web/la-disolucion-de-las-instituciones/.



  




  [vi] Véase Pedro Planas. Fraude electoral. Disponible en: Fraude Electoral (descargar archivo)




  El autor se apoya en la opinión de Goodwin-Hill, Guy: Elecciones libres y justas. Derecho internacional y práctica; Unión Interparlamentaria; Ginebra, Suiza, 1994.




  [vii] Véase Carlos J. Sarmiento Sosa. «Manipulaciones electorales». En Reflexiones de un escribidor, Enero 2018.




  Disponible en:


   http://www.carlosjsarmientososa.com




  [viii] Véase Planas. Fraude Electoral. Cita supra v.




  [ix] Véase Carlos J. Sarmiento Sosa. «Dato Histórico».  En:


  Reflexiones 2012-2014. Amazon: https://www.amazon.es
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    A propósito de una «Arrogancia social-demócrata»




    En un artículo titulado «Arrogancia social-demócrata», Luis A. Herrera Orellana (Véase: https://www.elcato.org/la-arrogancia-socialdemocrata) sostiene:




    En Venezuela, la socialdemocracia actuó en contra del Estado de Derecho y la independencia judicial al adoptar una estrategia de politización y control del Poder Judicial vía designación de magistrados de la antigua Corte Suprema de Justicia y subordinación a los partidos del Consejo de la Judicatura, de tolerar cuando no estimular la corrupción en este poder público a través del funcionamiento de las llamadas tribus judiciales, y de mantenerlo débil con pobres legislaciones y pírrico presupuesto, de modo que no pudiera contar con la autonomía necesaria para actuar como real contrapeso del gobierno y el Congreso (véase Rogelio Pérez Perdomo, Justicia e injusticias en Venezuela. Caracas: Academia Nacional de la Historia, 2011) (…).




    Disiento del criterio expuesto por Herrera y, para contradecirlo, comenzaré por describir y determinar distintos períodos del sistema judicial venezolano durante la República civil, mostrando la información y datos necesarios para ubicar a los responsables de la debacle del sistema judicial venezolano durante la República civil.




    El período 1959 a 1969, una década




    Al instaurarse el período constitucional en 1959, regía la Constitución de 1953, la cual preveía la Corte Federal y la Corte de Casación, una civil y otra penal; y el nombramiento de los vocales ―así denominaba el constituyente de 1953 a los magistrados― los hacía el Congreso Nacional quien escogió a los 15 abogados, mayores de 30 años, que eran los requisitos exigidos para las designaciones.




    Al promulgarse la Constitución de 1961, los vocales de Corte Federal y de la Corte de Casación fueron ratificados para ajustar su nombramiento al período constitucional que preveía 3, 6 y 9 años para el ejercicio de la magistratura; y quedaron confirmados José Manuel Padilla Hernández, Hugo Ardila Bustamante, José Gabriel Sarmiento Núñez, Jonás Barrios E., Eloy Lares Martínez, Carlos Acedo Toro, Julio César Leáñez Recao, Joaquín Gabaldón Márquez, Héctor Serpa Arcas, Julio Horacio Rosales, José Román Duque Sánchez, Ezequiel Monsalve Casado, Alejandro Urbaneja Achelpohl, José Ramón Medina y Rafael Rodríguez Méndez.




    Algunos de ellos habían servido en el Poder Judicial como jueces de instancia, lo que confirmaba la voluntad democrática de respetar la estabilidad judicial que, por cierto, la dictadura también había convalidado. Otros, eran al momento prestigiosos profesores universitarios o venían de su ejercicio privado de la abogacía, o de prestar servicios en corporaciones privadas y otros, como Sarmiento Núñez, de seis años de exilio madrileño que aprovechó para perfeccionar su cultura jurídica. Leáñez Recao había cumplido como vocal de la Corte Federal y de Casación designada por la Junta de gobierno que derrocara a Gallegos.




    Las relaciones entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial se llevaban dentro de un clima de respeto y ponderación, resaltando algunos casos relacionados con la actividad política y en los cuales no hubo injerencia ni intervención del poder político:




    a) La extradición del general Marcos Pérez Jiménez por presumir el alto tribunal que éste se encontraba implicado en los delitos de malversación de fondos públicos y peculado.




    Una vez extraditado por el gobierno del Presidente John F. Kennedy, el antiguo dictador se sometió a la jurisdicción de la Corte Suprema de Justicia en Pleno, y habiendo ejercido el derecho de defensa con toda libertad, resultó condenado a cuatro años de prisión, sin que Betancourt y sus ministros se involucraran en el proceso o en el resultado del fallo.




    b) La inhabilitación del Partido Comunista de Venezuela y el Movimiento de Izquierda Revolucionaria.




    Ante el crimen de El Encanto, Betancourt ordenó la detención de los congresantes de izquierda y, solicitó ante la Sala Político Administrativa la inhabilitación del Movimiento de Izquierda Revolucionaria y del Partido Comunista de Venezuela, lo cual fue acordado en sentencia del 3 de octubre de 1961 al declarar que los actos de inscripción de dichos partidos carecían de valor o vigencia para producir efectos, por lo que ninguna autoridad podría conceder autorizaciones para que esas organizaciones realizaran actividades políticas hasta que fueran rehabilitados.




    Salvaron sus votos los magistrados Sarmiento Núñez y Ron Troconis y, tres años después, cuando se producía la renovación de los magistrados, ambos resultaron reelectos pese a la postura asumida en la sentencia antes referida, con el apoyo de todas las fuerzas políticas que integraban el Congreso de la República. Es más, con motivo del inicio del período constitucional 1969-1974 que presidiría Rafael Caldera, el ex magistrado Sarmiento Núñez fue designado Primer Suplente del Fiscal General de la República; y años después, el ex magistrado Saúl Ron Troconis, fue investido magistrado del Consejo de la Judicatura.




    La crónica del Colegio de Abogados del Distrito Federal da cuenta de que, en octubre de 1962 se rindió homenaje al Poder Judicial del Distrito Federal y se otorgaron diplomas de reconocimiento a nueve (9) jueces con más de veinte años en la judicatura; y si estos calificados funcionarios judiciales fueron homenajeados por cumplir más de veinte años en la judicatura, una elemental operación cronológica revela que fueron designados para sus funciones durante el período constitucional de Isaías Medina Angarita y que se mantuvieron en sus cargos a través del trienio de facto iniciado con la Revolución de Octubre, el gobierno de don Rómulo Gallegos, la dictadura de Marcos Pérez Jiménez y el gobierno de Rómulo Betancourt y posteriormente, fueron honrosamente jubilados por la democracia.




    La elección de jueces para el período constitucional 1964-1969 se efectuó conforme a la normativa vigente desde la época de la dictadura de Pérez Jiménez, por lo que pocos cambios se observaron a nivel de jueces en todo el país.




    Se confirma así el respeto institucional hacia el Estado de Derecho. Eso que erradamente llama Herrera la «socialdemocracia» se ajustaba a la normativa legal para nombrar a los jueces; y en realidad podría decirse que era producto del Pacto de Punto Fijo, un acuerdo de gobernabilidad celebrado entre los partidos Acción Democrática (¿socialdemocracia?), COPEI y Unión Republicana Democrática.




    Las críticas que se hacían en aquella época al Poder Judicial venían de dos sectores. De una parte, quienes adversaban la estabilidad judicial acusaban a los funcionarios judiciales de ser «jueces perezjimenistas», mientras que sectores empresariales acusaban de deficientes a los jueces, y la extrema izquierda castro comunista les imputaba estar al servicio del régimen democrático. No se mencionaba la corrupción judicial como un factor distorsionante de la actividad del Poder Judicial.




    El período 1969 y 1999, tres décadas




    El Presidente Rafael Caldera, al asumir la Presidencia en 1969, se encontró con que la Ley Orgánica del Poder Judicial, aprobada por la mayoría parlamentaria afecta al partido Acción Democrática, despojaba al Ejecutivo Nacional de la facultad de postular candidatos a jueces para pasarla al Consejo de la Judicatura.




    Caldera vetó la ley y la devolvió al Congreso para considerar sus observaciones; pero el Poder Legislativo la promulgó tal como la había sancionado, con lo cual pudo decirse que el sistema judicial venezolano entraba en terapia intensiva, pero sus médicos eran los partidos políticos.




    Caldera había intentado detener la jugada política de Acción Democrática para adueñarse del Poder Judicial, aunque debe recordarse que este partido se justificaba sosteniendo que la reforma era precisamente para evitar que el Poder Judicial fuera penetrado por las fuerzas socialcristianas que, al tener el monopolio de la postulación de jueces en el Ministerio de Justicia, intentaría tomar las plazas judiciales para miembros de su partido o afectos al nuevo mandatario.




    Instalado el Consejo de la Judicatura, se eligió a Rafael Pizani como Presidente, quien había sido magistrado de la Corte Suprema de Justicia en 1948 y renunciado al cargo al producirse el derrocamiento de Gallegos; pero al poco tiempo el viejo jurista dimitió al sentir que se usaba su figura para legitimar acuerdos políticos para repartirse el Poder Judicial, lo que daba origen a comentarios como el que a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia los designaban a dedo, en un juego de dominó, Gonzalo Barrios, por el partido Acción Democrática, y el Rafael Caldera, por el partido social cristiano COPEI, mientras que el resto de la nómina de jueces era repartida proporcionalmente entre estas organizaciones, al punto de que Ramón Escovar León planteó la curiosa tesis de la democratización del régimen de cupos abriéndole las puestas a los partidos de izquierda para incorporar el socialismo al sistema de justicia como un sano factor de equilibrio.




    Esta situación, por lo demás pública, fue aceptada hasta por los propios integrantes del Poder Judicial, como lo admitió el magistrado Aníbal Rueda al afirmar que, hasta su propia designación, había sido producto de acuerdos bipartidistas.




    Al respecto, una pregunta: ¿Si el partido social cristiano COPEI compartía un confite con lo que Herrera denomina «socialdemocracia», vale decir, AD, cómo es que solamente « (…) la socialdemocracia actuó en contra del Estado de Derecho y la independencia judicial al adoptar una estrategia de politización y control del Poder Judicial?




    Por supuesto, para legitimar la intervención política, el Consejo de la Judicatura respetaba a jueces con clara imparcialidad e independencia judicial y nunca se les removió de sus cargos, que habían ejercido durante gran parte de su vida.




    Pero además de la pública y notoria intervención política en el sistema judicial, se presentó un fenómeno adicional derivado del intrusismo político, que fue la corrupción judicial, reconocida, admitida y pregonada por altos personeros oficiales, como una declaración pública de un ex Presidente de la Corte Suprema de Justicia que había expresado que «(…) conoce a los jueces corruptos y que los ha visto crecer»; mientras que un expresidente del Congreso había afirmado a la prensa que hay tantos jueces adecos como copeyanos, y que «(…) el porcentaje de maulas de uno y otro color es más o menos igual».




    Otro de los aspectos más importantes de la decadencia del sistema judicial en el período fue el resurgimiento de grupos de poder que, generalmente, funcionaban dentro de la esfera del área penal, principalmente la denominada Tribu de David ―la madre de todas las tribus― y el Clan Borsalino, aunque en el campo civil se rumoraba de la existencia del Cartel de Damasco, y en el Consejo de la Judicatura de la tribu Reyes Sánchez.




    En cuanto a la independencia judicial, en el primer quinquenio del Presidente Pérez se encuentran interferencias descaradas en el Poder Judicial y, como ejemplo, la destitución del juez instructor Omar Arenas Candelo por orden presidencial al haber dictado una decisión que no fue del agrado del Presidente de la República.




    Durante los quinquenios de Luis Herrera Campíns y Jaime Lusinchi, no hay mayores incidentes que relatar vinculados con la designación de los jueces y magistrados, salvo la arraigada y nefasta práctica de repartirse los cargos judiciales de acuerdo a la parcialidad política y que, años después, llevará a la defenestración del Consejo de la Judicatura.




    En el quinquenio no finalizado de Carlos Andrés Pérez, los Notables, los partidos políticos, los empresarios, los medios de comunicación, los ciudadanos comunes clamaban la separación presidencial; y la Corte Suprema de Justicia, sin siquiera valorar las pruebas, se prestó a desbancar a Pérez, lo que podría interpretarse como una actividad política de la máxima autoridad del Poder Judicial. Acá cabe una pregunta:




    Si la Corte Suprema de Justicia estaba controlada por la «socialdemocracia», como afirma Herrera, ¿Cómo es que esa Corte juzgó y sentenció al Presidente de la República?




    Durante la segunda presidencia de Caldera se tomaron algunas iniciativas durante el quinquenio, relativas al sistema judicial. En efecto, se promulgó la Ley Orgánica de Justicia de Paz en 1994, la cual tenía por objeto resolver mucho de la inaccesibilidad de la justicia, creando jueces legos que vivirían en las comunidades y que resolverían conflictos vecinales y cotidianos básicamente a través de la mediación, y la Ley de Arbitraje Comercial, en 1998; y entraron en vigencia el Código Orgánico Procesal Penal y la Ley Orgánica para la Protección de Niños y Adolescentes.




    Para desilusión de todos y en perjuicio del estado de derecho, para el inicio de la década de los años 90 del siglo XX, en líneas generales el sistema judicial era una rama del Poder Público no solamente disminuida y desacreditada que se había politizado cada día más y los inversionistas extranjeros se abstenían de invertir en el país por desconfianza en el sistema judicial.




    A pesar de todas esas calamidades, como magistrados de la Corte Suprema de Justicia en esta etapa democrática cumplieron honorables ciudadanos, la mayoría de ellos profesores de derecho de universidades nacionales, o miembros de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, ministros en los gobiernos democráticos, senadores y diputados.




    De esta manera, queda desmentido lo expuesto por Herrera al afirmar que la socialdemocracia es la responsable de la ausencia de independencia judicial y de la politización del Poder Judicial venezolano durante los 40 años de la República civil, transcurridos entre 1958 y 1998. Las deficiencias, fallas, corruptelas y demás vicios que pudo acumular el sistema judicial venezolano es imputable a la intromisión, o mejor dicho al instrusismo, de los partidos políticos mayoritarios que dominaron el escenario y controlaron el poder durante los 40 años de vida de la República civil.




    Solo una nota final: No tengo nada que ver ni me interesa la socialdemocracia y sus principios.




    Disponible:


    http://aipop.org/web/a-proposito-de-una-arrogancia-social-democrata/
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    ¿Qué son los tribunales populares?




    Los tribunales populares están constituidos por grupos de personas que asumen ilegítima e inconstitucionalmente el derecho de juzgar a ciudadanos y condenarles a determinadas penas, incluso la pena de muerte, generalmente con violación del debido proceso y del derecho del encausado a ser juzgado por su juez natural. Se dan en tiempos convulsivos, sea con motivo de una guerra, o de una revolución, en el que el Estado se ha hecho ineficaz, teniendo sólo un control nominal sobre su territorio, en el sentido de tener grupos armados desafiando directamente la autoridad del Estado, no poder hacer cumplir sus leyes debido a las altas tasas de criminalidad, a la corrupción extrema, a un extenso mercado informal, a una burocracia impenetrable, a la ineficacia judicial, y a la interferencia militar en la política, lo que coincide con la definición de un estado fallido.




    En Rusia, en la segunda década del s. XX, ante el vacío de poder creado luego de la detención del zar Nicolás II, las vacilaciones del gobierno de Kerensky y el golpe de estado bolchevique que originó una guerra civil, grupos organizados se encargaban de apresar y condenar sin fórmula de juicio a los adversarios, como expuso este escribidor en las Reflexiones de agosto 2017, en la titulada TERROR ROJO, en la que se relata que la Checa ―la policía política, centro de detención, interrogatorio, torturas y ejecuciones― arrestó y ejecutó a unos 800 seguidores del Partido Social-Revolucionario al punto que esta organización desapareció, dejando el campo libre al bolchevismo para iniciar la dictadura del proletariado.




    En España, en 1936, el vacío de poder surgido en el gobierno de la República al inicio de la guerra civil, fue ocupado por las milicias que se habían encargado de frenar el alzamiento militar en las ciudades bajo control republicano, las que, con ansias de revancha, dieron lugar a las «checas» y a los «paseos», en base a los cuales los milicianos que dominaban las distintas ciudades y pueblos de la zona se tomaban la justicia por su mano, ante la ausencia de un poder central que monopolizase el ejercicio de la justicia, prácticamente una justicia popular incontrolada.




    Cuando el 22 de agosto de 1936 fueron asesinados a sangre fría por milicianos un relevante grupo de políticos y militares detenidos en la Cárcel Modelo de Madrid, el gobierno republicano, para intentar controlar a los grupos armados y recuperar el control perdido, ideó una nueva estructura judicial en la que apareció el Tribunal Popular, competente «para juzgar los delitos de rebelión y sedición y los cometidos contra la seguridad del Estado por cualquier medio», y meses después el Tribunal Especial de Responsabilidades Civiles, con poder de incautar los bienes de todos los desafectos al régimen y sospechosos de traición y espionaje, «aunque no hubieran cometido delito alguno» y expulsarlos de su puesto de trabajo; y el 10 de octubre de 1936 se dispuso la creación de los llamados Juzgados de Urgencia, también tribunales populares con facultad para castigar penalmente los actos de «hostilidad y desafección al régimen que no sean constitutivos de los delitos previstos y sancionados en el Código Penal Común y en las Leyes penales especiales».




    Poco tiempo después se crearon los Jurados de Guardia para castigar las infracciones a los Bandos del Ministerio de la Gobernación que se consideraran como «perturbadores del orden público» o que tendieran «a perturbarlo» y aplicarían estrictamente el «procedimiento sumarísimo regulado en el Código de Justicia Militar»; y los Jurados de Seguridad, encargados de castigar a los «presuntos vagos habituales». Los recursos de apelación contra sus sentencias los atendían los «Tribunales Populares» de la provincia respectiva.




    No obstante que con la creación de los llamados Tribunales Populares se intentaba contener el descontrol de la aplicación de facto de justicia por propia mano y sin fórmula de juicio, fue célebre el caso de Manuel Iglesias por haber sacado de su casa madrileña al marqués de San Fernando y a unos amigos de éste, los trasladó a una checa y al día siguiente aparecieron asesinados. Por cierto, según Hermann Tertsh, al cesar la guerra, el susodicho Iglesias ―abuelo del podemita Pablo Iglesias― fue condenado a la pena capital que luego le fue conmutada a 30 años, pero que no cumplió al ser liberado tan solo pagar 5 años por el crimen cometido.




    En Cuba, con el triunfo de la revolución cubana en 1959, se inició la llamada justicia revolucionaria aplicada a la manera rebelde y guerrillera, con el paredón como marco de ejecución de la pena de muerte bajo la mirada impávida del «carnicero de la Cabaña», el Che Guevara, conocido por ese seudónimo porque personalmente ejecutó o mandó ejecutar a funcionarios del depuesto gobierno de Fulgencio Batista. Todo al estilo nazi, que antes de la segunda guerra mundial, había instituido el Tribunal del Pueblo para juzgar delitos políticos.




    Esos enjuiciamientos eran autorizados por los novatos gobernantes bajados de la montaña, inexpertos en política, leyes y derechos, y en ellos se violentaron los más elementales derechos humanos porque era justicia popular, expedita, sin formalismos; y fue la misma que se aplicó años después cuando la camarilla Castro resolvió deshacerse de su compinche el general Arnaldo Ochoa haciéndolo enjuiciar y fusilar en el paredón de la deshonra.




    Como se ve, los tres aludidos casos de Rusia, España y Cuba dejan en claro que los tribunales populares se constituyen en tiempos en los que el estado de Derecho y la seguridad jurídica brillan por su ausencia, lo que se confirma con una reciente modalidad, como es la de los tribunales populares que grupos de autodefensa han organizado al sur de México, so pretexto de que lo que «No buscamos que el Gobierno nos dé todo, solamente queremos lo justo para establecer el orden público en el que participemos todos los miembros de las comunidades», como dice la Unión de Pueblos y Organizaciones del Estado Guerrero (UPOEG) que cree las autoridades son incapaces de combatir el crimen organizado.




    También es posible que, ante determinadas circunstancias que encuadrarían dentro del concepto de estado fallido, algún tribunal del sistema judicial ordinario de un país decidiera convertirse en tribunal popular y, como tal, pretender asumir las facultades constitucionales correspondientes a los otros poderes públicos, dictar decisiones contra los opositores y condenarlos sin cumplir con formalidades esenciales como el derecho a ser juzgado por el juez natural y el derecho al debido proceso. En ese caso, el tribunal trocaría su naturaleza institucional por la de un tribunal popular y sus integrantes dejarían de ser magistrados para convertirse en empíricos leguleyos capeados de toga y birrete, a quienes, en lenguaje galleguiano, cabría aplicarles el mote de mujiquitas. 




    Disponible:


    http://aipop.org/web/que-son-los-tribunales-populares/




    Nota véase:




    KANGAROO COURT O TRIBUNAL CANGURO. Infra.


  




  

    La Decisión No. 355/2017 del 16 de Mayo de 2017




    La opinión del mundo jurídico serio está conteste en que la convocatoria hecha por el Presidente de la República a una Asamblea Nacional Constituyente de corte semicorporativista a través del Decreto No. 2.830 del 1º de mayo de 2017, es inconstitucional y usurpa la soberanía del pueblo; y al respecto, se ha sostenido que viola la Constitución de 1999 por cuanto la potestad que tiene el Presidente de la República es la «iniciativa» de convocatoria a una ANC, como la tienen también la Asamblea Nacional, los Concejos Municipales y un quince por ciento de los electores inscritos en el Registro Civil y Electoral; pero esa potestad lo único que permite es iniciar un proceso de consulta a todo el pueblo de Venezuela sobre su decisión de convocar o no una ANC pues, constitucionalmente, esa potestad de convocatoria le fue atribuida al pueblo para que la ejerza mediante el sufragio. En consecuencia, el Presidente de la República no tiene potestad para convocar a una ANC y, al hacerlo, está violando la Constitución (art. 347) y usurpando la soberanía del pueblo, único legitimado para decidir la convocatoria a dicha Asamblea a través del ejercicio del sufragio universal, directo y secreto.




    Como se observa, la iniciativa presidencial carece de base constitucional pero, además incurre en otra infracción cual es que, según el aludido decreto, los integrantes de la ANC serán elegidos «(…) en los ámbitos sectoriales y territoriales ( …)», es decir, corporativamente, con lo cual atenta contra la soberanía popular y agrede el carácter de poder constituyente originario del pueblo que, como se ha visto, es el único que puede convocar a una ANC y decidir, en la convocatoria, cuáles serían las bases comiciales en virtud de las cuales se elegirían sus integrantes y funcionaría la ANC.




    Por consiguiente, y conforme al ordenamiento constitucional venezolano, ni la convocatoria, ni la fijación de las bases comiciales, ni la elección de los integrantes de una eventual ANC pueden ser realizadas ni por el Presidente de la República, ni por gremios, o comunas o entelequias proselitistas, sectoriales o territoriales sin la intervención del pueblo, único facultadas ello.




    No es posible en democracia una ANC como la concebida si no se consulta con la población. De lo contrario, se trata de un modelo dictatorial e impositivo pues, como ha expresado Román Duque Corredor el proyectado cuerpo corporativista fue pensado




    (…) con un fin ideológico de transformar el Estado democrático en uno comunal y socialista, con una estructura vertical que concentra el poder en el Ejecutivo.




    Como la iniciativa presidencial ha sido rechazada con tan inobjetables principios, la SC-TSJ, a través de la sentencia número 355/2017 del 16 de mayo de 2017, fiel al colaboracionismo de poderes, intentó abrir al Presidente de la República el camino para implementar la convocatoria para la ANC al resolver, luego de seis años, diversas demandas intentadas contra la Ley Orgánica del Poder Público Municipal de 2010, para lo cual las declaró improcedentes las peticiones de nulidad de los demandantes.




    El asunto se circunscribe así:




    En diciembre de 2010, la Asamblea Nacional reformó la Ley Orgánica del Poder Público Municipal, y en ella dispuso que los miembros de la Junta Parroquial fueran electos por los voceros de los consejos comunales, es decir, institucionalizó para este tipo de elecciones, el sistema de sufragio indirecto, o de segundo grado, en lugar de la elección mediante sufragio universal. Por tanto, esos miembros parroquiales serán electos por los voceros de los consejos comunales de la parroquia respectiva, la cual deberá ser validada por la asamblea de ciudadanos, quienes en dicha elección deberán ser fiel expresión del mandato de sus respectivas asambleas de ciudadanos.
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